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R-DCA-443-2007

CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA. División de Contratación Administrativa. San José, a las diez horas del nueve de octubre de dos mil siete.-----------------------
Recursos de apelación interpuestos por los licenciados Ana Victoria Sánchez Villalobos, Sandra María Monge Rodríguez, Sara María Barrantes Hernández, Ana Gabriela Moya Salas, Horacio Montealegre Montealegre, José Rafael Vargas Zúñiga, Carlos Eduardo Quesada Hernández, Jenaro Sánchez Arias, Mario Rojas Barrantes, Juan Luis Vargas Vargas, Hicer Linkemer Bedoya, María Gabriela Cañas Ruiz, Alfredo Monge Rojas, Silvia María Villalobos Morera, María del Rosario Morera Alfaro, Freddy Enrique Salazar Quirós, Oscar Eduardo Gómez Ulloa, Farid Breedy González, María Adilia Salas Bolaños, Luis Humberto Barahona de León, y Andreína Vincenzi Guilá en contra del acto de readjudicación de la Licitación Pública 32-05, promovida por el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, prestación de servicios profesionales de notariado, acto recaído a favor de los licenciados Lindy Viviana Acuña Benavides y otros. ------------------------------------------------------------------------------------------------

RESULTANDO

I. Los licenciados Ana Victoria Sánchez Villalobos, Sandra María Monge Rodríguez, Sara María Barrantes Hernández, Ana Gabriela Moya Salas, Horacio Montealegre Montealegre, José Rafael Vargas Zúñiga, Carlos Eduardo Quesada Hernández, Jenaro Sánchez Arias, Mario Rojas Barrantes, Juan Luis Vargas Vargas, Hicer Linkemer Bedoya, María Gabriela Cañas Ruiz, Alfredo Monge Rojas, Silvia María Villalobos Morera, María del Rosario Morera Alfaro, Freddy Enrique Salazar Quirós, Oscar Eduardo Gómez Ulloa, Farid Breedy González, María Adilia Salas Bolaños, Luis Humberto Barahona de León, y Andreína Vincenzi Guilá, presentaron recursos de apelación en contra del acto de readjudicación de la Licitación Pública 32-05, promovida por el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, prestación de servicios profesionales notariado, acto recaído a favor de los licenciados Lindy Viviana Acuña Benavides y otros. -----------------------------------------
II. Mediante R-DCA-330-2007 de las 8 horas del 13 de agosto de 2007, esta División resolvió: 1) Rechazar de plano por extemporáneos, los recursos de apelación interpuestos por los licenciados Luis Gerardo y Rosa Emilia Villanueva Monge. 2) Rechazar de plano por improcedencia manifiesta, los recursos de apelación interpuestos por los licenciados Sonia Bruno Ramírez, Andreína Vincenzi Guilá, Antonio Calderón Castro, Carlos Alberto Berrocal Arias, Pedro Bernal Chaves Corrales, Carmen Mayela Rojas Castro, Juan Luis Jiménez Succar, y Carlos Manuel Venegas Gómez, en contra del acto de adjudicación de la Licitación Pública 32-05, promovida por el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, prestación de servicios profesionales notariado, acto recaído a favor de los licenciados Lindy Viviana Acuña Benavides y otros. 3) Admitir para su trámite los recursos interpuestos por los licenciados Ana Victoria Sánchez Villalobos, Sandra María Monge Rodríguez, Sara María Barrantes Hernández, Ana Gabriela Moya Salas, Horacio Montealegre Montealegre, José Rafael Vargas Zúñiga, Carlos Eduardo Quesada Hernández, Jenaro Sánchez Arias, Mario Rojas Barrantes, Juan Luis Vargas Vargas, Hicer Linkemer Bedoya, María Gabriela Cañas Ruiz, Alfredo Monge Rojas, Silvia María Villalobos Morera, María del Rosario Morera Alfaro, Freddy Enrique Salazar Quirós, Oscar Eduardo Gómez Ulloa, Farid Breedy González, María Adilia Salas Bolaños, y Luis Humberto Barahona de León. ----------------------------
III. La Audiencia Inicial conferida por la R-DCA-330-2007 fue atendida por el INVU, y por los licenciados Humberto Piedra Hernández, Rodrigo Aguilar Sandoval, Rosette María Morgan Asch, José Antonio Barletta Chaves, Sandra María Monge Rodríguez, Carlos Eduardo Quesada Hernández, Sergio Leiva Urcuyo, Ignacio Herrero Knohr, José Rafael Vargas Zúñiga, Sandra Echeverría Mesén, Freddy Hoffmann Guillén, Carrie Tung Young, Sonia Madrigal Fernández, Noemy Zulay Linkemer Fonseca, Lindy Viviana Acuña Benavides, Álvaro Gallardo Jiménez, Esteban Francisco Troyo Dittel (no señaló lugar para recibir notificaciones), Ana Lucía Herrera Bogarín (no señaló lugar para recibir notificaciones), Johnny Soto Zúñiga, Patricia Villalobos Brenes, Carlos José Vargas Jiménez, Sandra María Arce Carmona (no señaló lugar para recibir notificaciones), Javier Alberto Acuña Delcore, Jimmy Enrique Ramos Corea, Lauren Roxana Campos Campos, Francisco Calvo Domingo, Patricia Leandro Tabash, Érika Hernández Sandoval, y Guido Francisco Campos Campos. En virtud de lo cual, se advierte a las partes que no contestaron tal audiencia inicial y a las que lo hicieron pero no señalaron lugar para recibir notificaciones, que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 166 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, la presente resolución les queda notificada dos días hábiles después de su adopción.------------------------------------------------------------------------------------------------------------ 

IV. Mediante R-DCA-345-2007 de las 14 horas del 17 de agosto de 2007, esta División resolvió de oficio dejar sin efecto lo resuelto en la R-DCA-330-2007 de las 8 horas del 13 de agosto de 2007, única y exclusivamente en el sentido de que se rechazaba de plano el recurso de apelación interpuesto por la licenciada Andreína Vincenzi Guilá, y en su lugar se resolvió admitir parcialmente (únicamente en lo relacionado con el vehículo, la secretaria-recepcionista, y el mensajero) para su trámite el recurso interpuesto por la referida licenciada. ----------------------------V. Mediante R-DCA-352-2007 de las 10 horas del 22 de agosto de 2007, esta División rechazó por improcedentes las presentes diligencias de adición o aclaración en contra de la resolución R-DCA-330-2007, interpuestas por los licenciados Pedro Bernal Chaves Corrales y Carlos Manuel Venegas Gómez. --------------------------------------------------------------------------------------------------------------
VI. Mediante auto de esta División de conformidad con lo dispuesto en el artículo 182 del reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, confirió audiencia especial a los recurrentes para que se refirieran a lo alegado por las partes al contestar la audiencia inicial. -----------------------

VII. La División de Contratación Administrativa, con fundamento jurídico en el referido artículo 182 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, no confirió audiencia final a las partes por considerar que se contaba con suficientes elementos de juicio para resolver.-------------------------
VIII. En los procedimientos se han observado las prescripciones de ley. ---------------------------------
CONSIDERANDO

I. Hechos Probados: Para la resolución del presente asunto, se tienen por demostrados los siguientes hechos de interés:  1) Que el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo promovió la Licitación Pública 32-05, prestación de servicios profesionales notariado, acto readjudicado en favor de los licenciados Lindy Viviana Acuña Benavides, Javier Acuña Delcore, Francisco Calvo Domingo, Lauren Roxana Campos Campos, Freddy Hoffman Guillén, Sergio Leiva Urcuyo, Sandra Echeverría Mesén, Noemy Zulay Línkemer Fonseca, Sonia Madrigal Fernández, Leonardo Madrigal Moraga, Mario Alberto Ortiz Mazza, Humberto Ignacio Piedra Hernández, Jimmy Enrique Ramos Corea, Luis Alberto Sáenz Zumbado, Jorge Alberto Silva Loáiciga, Jafet Alberto Suárez Madrigal, Luis Diego Valdelomar Esquivel, Carlos José Vargas Jiménez, Patricia Villalobos Brenes, José Antonio Barletta Chaves, Guido Francisco Campos Campos, Ana Lucía Herrera Bogarín, Amado Hidalgo Quirós, Rossette María Morgan Asch, Johnny Soto Zúñiga, Marco Antonio Jiménez Carmiol, Guillermo Salas Brenes, Guillermo Salas Campos, Ignacio Herrero Knohr, Rodrigo Vargas Ulate, José Rafael Vargas Zúñiga, Sandra María Arce Carmona, Luis Eduardo Évora Castillo, Guillermo Sandí Baltodano, Rodrigo Aguilar Sandoval, Guillermo Enrique Azuola Valls, Erika Hernández Sandoval, Sandra María Monge Rodríguez, Heidy María Rivera Campos, Patricia Leandro Tabash, Carrie Tung Young, Jorge Luis Fonseca Fonseca, Álvaro Gallardo Jiménez, Josefa Pastora Rodríguez, Carlos Eduardo Quesada Hernández, Olga Rivera Monge, Carmen Mayela Rojas Castro, Freddy Enrique Salazar Quirós, Esteban Francisco Troyo Dittel, y Antonio Calderón Castro. (Ver La Gaceta 134 del 12 de julio de 2007). 2) Que el cartel estableció como criterios de evaluación la experiencia general en la función de Notario Público con un 55%, experiencia general en cuanto a la labor  notarial del INVU o institución similar con 5%, formación complementaria como Notario Público con 10%, aplicación de los artículos 143, 144, 145, 146 y 147 del Código Notarial (suspensiones, sanciones) con 5%, recursos materiales y humanos de apoyo con 25% distribuidos de la siguiente manera: oficina en San José (3%), equipo de cómputo con acceso a Internet (5%), teléfono (3%), fax (3%), vehículo (4%), secretaria (5%) y mensajero (2%) y para demostrar tales recursos se debía presentar declaración jurada protocolizada, y también debía aportarse una serie de documentación en forma original o fotocopias certificadas, la cual no deberá ser con mas de tres meses de emitida con respecto a la fecha de apertura de ofertas. (Ver folios 689 al 694 del Expediente Administrativo). 3) Que mediante oficio PROV 376-2007 del 25 de mayo de 2007, el INVU le previno a la licenciada María Gabriela Cañas Ruiz la presentación de documento de respaldo de fax, y que mantuviera vigente su oferta y por ende la garantía de participación, lo que se cumplió mediante nota del 30 de mayo de 2007. (Ver folios 88 al 93 del Expediente Administrativo I de Readjudicación). 4)  Que en contestación a la audiencia inicial la Administración, en oficio suscrito por la Licda. María del Carmen Redondo Solís, Gerente General con facultades de apoderada generalísima sin límite de suma del Instituto Costarricense de Vivienda y Urbanismo, se refirió a lo alegado por cada uno de los apelantes, texto cuyo contenido se hace parte de la presente resolución y que luego se hace reseña en todo caso dentro de la posición de la Administración. (Ver folios B82 al B171 del expediente de apelación).----------------------------------- 

II. Sobre el fondo: A) Recurso de apelación de la licenciada Ana Victoria Sánchez Villalobos (Oferta 29): Alega que el INVU le otorgó 89 puntos de calificación final, cuando debieron ser 94 puntos, ya que estimaron que no tenía secretaria sino recepcionista, por lo que perdió 5 puntos. Explica que su recepcionista hace también labores de secretariado, aportaron el contrato laboral y está asegurada ante la CCSS bajo el código 4112 Recepcionista. La oferta 174 indicó que tiene secretaria, pero en la CCSS aparece bajo ese código 4112 de recepcionista. La oferta 185 habla de secretaria y está reportada en la CCSS bajo el código 1124 jefe bodega de recepción. La oferta 170 dice contar con secretaria y no aportaron contrato ni planillas de la CCSS. Por su parte, la Administración aduce que el cartel lo que requiere es secretaria y no recepcionista, las funciones de una recepcionista son diferentes y de menor nivel, su estrato académico es de menor nivel, sea las funciones o tareas de una secretaria son más complejas y diversas. Agregan, que la apelante si no estaba de acuerdo debió de objetar el cartel en su oportunidad. Con relación a las observaciones sobre el Manual  de Ocupaciones de la CCSS del año 2001, el código 4222 es el de recepcionista, el código 4112 es el de secretaria, el código 1124 es Jefe de Bodega de recepción, por lo que en base al principio de buena fe con respecto a lo manifestado sobre las ofertas 170, 174 y 185 es de relevancia hacer la observación que cada uno de esos oferentes rindió declaración jurada protocolizada de que contaban con secretaria. Criterio para resolver: No encuentra este Despacho trato igualitario en relación con la consideración tenida por la Administración en relación con este tema. Es cierto que el cartel pidió para acreditar los cinco puntos una secretaria, pero, como se observa del detalle de las ofertas 170, 174 y 185 (Carlos Eduardo Quesada Hernández. Luis Eduardo Évora Castillo y Patricia Villalobos), existe una interpretación que hace la Administración —creemos que bajo el amparo del principio de conservación de las ofertas— que asignó puntaje aún a pesar de que existiera dudas sobre la pureza en la demostración de la especialidad de la persona como secretaria. En este caso, efectivamente, no se discute con la Administración que la persona incluida en la oferta no aparece formalmente como secretaria, pero en la declaración jurada presentada por la apelante, visible al folio 193 del tomo 1 de readjudicación, se señala en el punto F: “Secretaria”, con lo que, al tenor de lo señalado en el cartel en el punto de los criterios de calificación, correspondientes a recursos materiales y humanos de apoyo, se podía demostrar tales recursos a través de ese tipo de declaración, lo cual fue admitido en los otros casos referidos. En función de lo anterior, se declara con lugar el recurso presentado, pero solo en el sentido de que se le asignen los puntos alegados, no así en lo que corresponde a las otras ofertas presentadas, para ser consecuentes con lo aquí razonado, y lo actuado por la Administración. Por lo anterior, su puntaje pasaría de 89 a 94.--------------------------------------------------------------------------------------------------

B) Recurso de apelación de la licenciada Sandra María Monge Rodríguez (Oferta 176): Alega que resultó readjudicataria con una nota de 94 puntos, cuando debieron ser 98, por cuanto le restaron 4 puntos por no comprobar el nexo con los dos vehículos ofrecidos en su oferta original, y no se lo previnieron. No obstante en función de otra prevención realizada, presentaron copia certificada del contrato de arrendamiento de los dos vehículos por lo que le corresponden esos 4 puntos. Por su parte, la Administración aduce que lleva razón la apelante y que por un error material no se le asignó el 4% en el renglón del vehículo, razón por la cual su calificación sería de 98 en lugar de 94 puntos. Criterio para resolver: En vista del allanamiento que realiza la Administración y de que este Despacho tiene por cierto los alegatos planteados por la apelante, se procede a declarar con lugar el recurso presentado, por lo que su calificación pasaría de 94 a 98 puntos. Debe tomarse en cuenta que la observación que adopta la Administración para hacer el rebajo de los cuatro puntos lo que da cuenta es de una falta de demostración por no probarse el nexo en la relación con el vehículo, no obstante que, siendo un hecho que era subsanable, lo mismo ocurrió de oficio por medio de copia certificada de arrendamiento y ahora es aceptado por el INVU. (Ver folios 10787, 10790 y 10792 del expediente administrativo, 935, 963 y 973 del tomo 3 de readjudicación). ----------------------------------------------------------------------------------------------------
C) Recurso de apelación de la licenciada Sara María Barrantes Hernández (Oferta 101): Alega que le recalificaron indebidamente, ya que ella comprobó tener equipo de cómputo con acceso a internet (5 puntos), aunque no está a su nombre pero está conectado en su oficina, y nunca le previnieron comprobar el nexo del vehículo ofrecido (4 puntos) desde su oferta original que es de su propiedad, presenta certificación. Por su parte, la Administración aduce que efectivamente a la apelante le corresponden los 5 puntos al haber comprobado que cuenta con la conexión de Internet ADSL en su oficina, y con el vehículo que se encuentra a nombre de Hacienda Risalgo S.A., en la cual la apelante es Presidenta con facultades de apoderada generalísima, por lo que le corresponden los 4 puntos por este rubro. En consecuencia, su calificación final sería de 96 puntos. Criterio para resolver: En vista del allanamiento que realiza la Administración y de que este Despacho tiene por cierto los alegatos planteados por la apelante, se procede a declarar con lugar el recurso presentado, por lo que su calificación pasaría a 96 puntos. Se toma en cuenta que los datos completos de los dos aspectos alegados constan desde el momento inicial de presentación de la oferta, y siendo que la Administración admite la calidad de presidente de la sociedad propietaria registral del vehículo ofrecido y de que el cartel en el punto e) lo que pide es demostrar el “nexo que le permite tener acceso al mismo”, lo consecuente es dar razón a lo alegado. (Ver folios 6152, 6162, 553 al 564 del tomo 2 de prevenciones). -----------------------------------------------------------------------------------------

D) Recurso de apelación de la licenciada Ana Gabriela Moya Salas (Oferta 114): Alega le concedieron una calificación final de 89 puntos. En el rubro formación complementaria le concedieron únicamente 2 puntos de 10 posibles, debido a que erróneamente estimaron que tenía solo un curso de más de 8 horas, cuando de la documentación aportada se desprende tener como presentados 7 cursos de más de 8 horas cada uno, por ende le corresponden los 10 puntos, y su calificación final sería de 97 puntos. Por su parte, la Administración aduce que si bien es cierto la apelante realizó 6 cursos universitarios de aproximadamente 12 semanas de duración cada uno y en cada semana eran 4 lecciones de una hora cada una para un total de 48 horas por trimestre, el documento aportado no indica que se haya completado el plan de estudios, razón por la cual solamente le corresponderían 2 puntos del curso que se le calificó, no así el de la Universidad. En virtud de lo cual, su puntaje debe mantenerse en 89 puntos. Criterio para resolver: Como se observa de la certificación presentada por la apelante, los cursos que se pretende le acrediten un mayor puntaje, corresponden a cursos que son parte de estudios de especialización en Derecho Notarial y Registral en la Universidad Interamericana (Ver folio A49 del expediente de apelación), y en donde no se hace constar que efectivamente la apelante haya completado esos estudios, de hecho ni siquiera se señala así en su oferta, por lo que no sería posible hablar de una referencia completa de tal situación. En el cartel, en el punto 11 c) Capacitación complementaria en derecho notarial o registral, señala que “…Si el notario sin estar obligado a ello, habida cuenta se graduó cuando no lo requería el nivel académico para reconocerse como Notario, a cursado una especialidad o maestría en materia Notarial, para mayor abundamiento como letrado.”  En la especie, tal condición, se reitera no se ha acreditado. Como se comprenderá, los cursos que se señalan luego, se entiende que se refiere a cursos independientes de un programa como lo es una especialización, y en donde, el conjunto de los cursos es lo que precisamente concede una acreditación para uno de los supuestos que eran calificados. Por ello, se considera  que no lleva razón la apelante al pretender calificación por los cursos certificados y por lo tanto, lleva razón la Administración en no concederle los puntos en disputa, y por ello se declara sin lugar el recurso presentado, manteniéndose su puntaje en 89 puntos.----------------------------------------------------------

E) Recurso de apelación del licenciado Horacio Montealegre Montealegre (Oferta 133): Alega que le concedieron 90 puntos, por cuanto le negaron los 4 puntos del vehículo ofrecido desde su oferta original, a nombre de Cabo Rojo S.A., en donde él es Presidente con facultades de apoderado generalísimo, alegándose que como el vehículo pertenece a una persona jurídica debía de haberse presentado una autorización expresa de esta para utilizar el vehículo. En virtud de lo cual, reclama que su puntuación es de 94 puntos. Por su parte, la Administración aduce que efectivamente el apelante ofreció el vehículo que se encuentra a nombre de Cabo Rojo S.A., en donde es Presidente con facultades de apoderado generalísimo, razón por la cual su calificación sería de 94 puntos en lugar de 90. Criterio para resolver: En vista del allanamiento que realiza la Administración y de que este Despacho tiene por cierto los alegatos planteados por el apelante, se procede a declarar con lugar el recurso presentado, por lo que su calificación pasaría de 90 a 94 puntos. Se tiene por acreditado que el vehículo ofertado pertenece a la empresa Cabo Rojo S.A. en donde el apelante es el presidente. Se reitera lo razonado en el caso de la apelante Barrantes Hernández. (Ver folios 7938 vuelto, 7980 y 8088 del expediente administrativo). ---------------------------------------------------------
F) Recurso de apelación del licenciado José Rafael Vargas Zúñiga (Oferta 194): Alega que su calificación final fue de 96 puntos, y lo adjudicaron con 94 puntos, solicita la corrección de la misma. Por su parte, la Administración aduce que por un error material se consignó que su calificación era de 94 puntos, cuando en realidad es de 96 puntos, tal y como lo alega el apelante. Criterio para resolver:  Siendo que lo que en este caso lo que se produjo fue un error material de tipo aritmético, lo cual es reconocido expresamente por la Administración, se declara con lugar el recurso presentado, quedando su calificación en 96 puntos.-------------------------------------------------

G) Recurso de apelación del licenciado Carlos Eduardo Quesada Hernández (Oferta 170): Alega que resultó readjudicatario, no obstante de conformidad con lo dispuesto en nuestra resolución anterior R-DCA-157-2007, se le debieron reconocer dos cursos relacionados con la materia contractual uno de 8 horas (Implicaciones Jurídicas de la Firma Digital), y el otro de 16 horas (Consecuencias Civiles y Penales en el Ejercicio del Notariado), lo cual se indicó desde la oferta original, y el INVU solamente le tomó en cuenta un curso, sea únicamente le asignó 2 puntos, por ende su calificación se incrementaría de 92 a 94 puntos. Por su parte, la Administración aduce que efectivamente lleva razón el apelante, por lo que debe reconocérsele el curso “Implicaciones Jurídicas de la Firma Digital”, por lo que su calificación pasaría de 92 a 94 puntos. Criterio para resolver: Lo mismo que ocurrió en el caso anterior, en esta apelación lo que sucede es un error criticable de la Administración al dejar de reconocer un curso a la luz de lo señalado en el apartado 11 c) del cartel y lo señalado en nuestra anterior resolución R-DCA-157-2007, por lo tanto se debió reconocer los dos puntos que faltarían por uno de los dos cursos presentados, por lo que su puntaje pasaría de 92 a 94 puntos. Por ello, se declara con lugar el recurso presentado. (Ver folio 10425 del expediente administrativo). ---------------------------------------------------------------------------------------
H) Recurso de apelación del licenciado Jenaro Sánchez Arias (Oferta 139): Alega que el INVU le solicitó presentar prueba que demostrara la existencia de recursos humanos y materiales, por lo que presentó contrato de servicios profesionales suscrito con el licenciado Gerardo Mora Protti, en donde se indicó la disposición de secretaria, contrato de alquiler de oficina en donde se indicó que se cuenta con Internet. Agrega que no se le previno que las copias que presentó de los títulos de formación complementaria fueron firmadas y selladas por Notario. Finalmente, la calificación final se encuentra mal sumada, ya que en lugar de 78 es de 80 puntos. En virtud de lo cual, a esa calificación debe sumársele los 5 puntos por Internet, los 5 puntos por la Secretaria y 8 puntos por la Formación Complementaria, por lo que la misma sería de 98 puntos. Por su parte, la Administración aduce que efectivamente lleva razón el apelante en que su calificación final fue mal sumada y de que presentó prueba en donde acreditaba lo relacionado con Internet, y la Secretaria. Con respecto a los cursos de formación explican que le restaron 8 puntos por cuanto la certificación emitida por el Notario Luis Chen Mock en papel de seguridad o barras, indica las fotocopias de los títulos de los cursos, las cuales no tienen el sello blanco del Notario, lo que trae a dudas su legitimidad. En virtud de lo cual, estiman que el recurso debe declararse parcialmente con lugar, y su calificación pasaría de 80 a 90 puntos y no a 98 puntos por cuanto no le corresponden esos 8 puntos de la formación profesional. Criterio para resolver: En vista del allanamiento que realiza la Administración en relación a una incorrecta suma de dos puntos, respecto a los cinco puntos del rubros de Internet y cinco más por el rubro de la secretaria, este Despacho tiene por cierto los alegatos planteados por el apelante, por lo que se procede a declarar con lugar el recurso presentado en relación con estos tres aspectos, por lo que su calificación pasaría de 78 a 90 puntos. Por su parte, en lo que respecta a los ocho puntos correspondientes a la formación complementaria, este Despacho considera que el apelante debió presentar correctamente los documentos que ahora extraña con la presentación del recurso, lo cual no ocurrió. En este caso, aunque se podría pensar que la falta era subsanable, ha sido tesis de este Contraloría General y así se encuentra regulado en todo caso en el artículo 177 del Reglamento de Contratación Administrativa, que la prueba correspondiente debió ser presentada junto con el recurso de apelación incoado, no siendo este el caso, y por ello, sobre este particular se declara sin lugar el recurso presentado en este extremo. (Ver folios 785, 786 del tomo 3 de readjudicación).----------------------------------------------------------
I) Recurso de apelación del licenciado Mario Rojas Barrantes (Oferta 14): Alega que el INVU indebidamente le concedió una calificación final de 75 puntos, ya que no le reconocieron que tiene oficina abierta en San José (3 puntos), equipo de cómputo con acceso a internet (5 puntos), teléfono (3 puntos), fax (3 puntos), secretaria (5 puntos), y mensajero (2 puntos). Con la oferta original se aportó la declaración jurada protocolizada en donde se manifestó que se contaba con todo lo anterior, se aportó recibos de alquiler de oficina con acceso a internet, recibos del teléfono, fax, planillas de la CCSS para la secretaria, recibos de pagos de servicios de mensajería. El INVU únicamente le previno presentar una autorización de su esposa en calidad de propietaria del vehículo ofrecido, lo cual cumplió a cabalidad. En virtud de lo cual su calificación debió de ser de 96 puntos. Por su parte, la Administración aduce que lleva razón el apelante en sus alegatos y en la prueba ofrecida, razón por la cual en lugar de 75 puntos efectivamente le corresponden 96 puntos. Criterio para resolver: En vista del allanamiento que realiza la Administración y de que este Despacho tiene por cierto los alegatos planteados por el apelante, se procede a declarar con lugar el recurso presentado. Además, y mayor abundamiento, se ha verificado que efectivamente en el recurso, su documentación y la misma oferta del apelante, se acreditó en correcta forma el reconocimiento de los rubros de oficina abierta en San José (3 puntos), equipo de cómputo con acceso a internet (5 puntos), teléfono (3 puntos), fax (3 puntos), secretaria (5 puntos), y mensajero (2 puntos), por lo que el puntaje debe pasar de 75 a 96 puntos. (Ver folios 724, 764, 770, 771, 772, 775 y 776 del expediente administrativo). ---------------------------------------------------------------------
J) Recurso de apelación del licenciado Juan Luis Vargas Vargas (Oferta 33): Alega que indebidamente le otorgaron una calificación de 67 puntos, cuando debió ser de 96 puntos. En el rubro de formación profesional en lugar de 4 puntos le debieron conceder 6 puntos, ya que presentó una certificación de que el curso VII Jornada de Derecho Notarial tuvo una duración de 9 horas; en el rubro de experiencia le debieron conceder 5 puntos en lugar de 2, ya que su experiencia en la Dirección de Ahorro y Préstamo del INVU era de más de 3 años; en el rubro de recursos materiales y humanos debieron de haberle otorgado 25 en lugar de 3 puntos, ya que no le reconocieron el acceso a Internet, el teléfono, el fax, el vehículo, la secretaria y el mensajero. Por su parte, la Administración aduce que con respecto el reconocimiento del curso VII Jornada de Derecho Notarial no le corresponden los 2 puntos, ya que cuando presentó la oferta original no indicó la duración del mismo, y según R-DCA-157-2007 ello resulta insubsanable. Con respecto a la experiencia lleva razón el apelante al afirmar que en lugar de 2 le corresponden 5 puntos, ya que tiene más de tres años de experiencia. Con respecto al acceso a Internet, el teléfono, el fax, el vehículo, la secretaria y el mensajero, al apelante no se le reconoció la documentación o prueba aportada por cuanto no está autenticada por Notario, sino solamente por Abogado. Solicitan se declare parcialmente con lugar el recurso, en virtud de que al apelante en lugar de 67 le corresponden 70 puntos. Criterio para resolver: En relación con el reclamo que se formula en el recurso en relación con el reconocimiento de capacitación complementaria, se coincide con la Administración en el sentido de que, de conformidad con lo señalado en la resolución R-DCA-157-2007, para poder otorgar puntos en consideración con la teoría del hecho histórico, se hace necesario que se acreditara la información completa, incluyendo la duración exacta de los cursos correspondientes, lo cual no ocurre en este caso y por lo tanto, no es posible dar razón al apelante y por ello se declara sin lugar este apartado. Sobre el tema de experiencia, donde se le había otorgado dos puntos de cinco puntos posibles, valorando el allanamiento que formula la Administración, se declara con lugar este aspecto. En relación con el reclamo planteado sobre el rubro de recursos materiales y humanos, la información aparecía referenciada en forma completa y lo que señala la Administración  como motivo de disminución de puntaje es que la validación de la documentación presentada viene firmada por un abogado y no por un Notario Público —como en realidad correspondía—.  Siendo este aspecto un asunto donde era posible subsanar lo errado, lo pertinente era que se aportara con el recurso de apelación la prueba que demostrara lo dicho, como en realidad ocurrió, por lo que se debiera reconocer el puntaje reclamado en relación con este apartado, pasando de tres que habían sido reconocidos a veinticinco puntos, por lo que sobre este punto, se declara con lugar el recurso. Para lo anterior, se ha tomado que visible al folio A264 del expediente de apelación (ver además folios A252 a A257 del mismo expediente), se encuentra copia de la escritura pública emitida por el Notario Público Farid Breedy González donde se emite declaración jurada que cumple con los requerimientos cartelarios del caso, por lo que su calificación pasaría de 67 a 92 puntos. (Ver folios 233 al 265 del tomo 1 readjudicación, y 682, 2087, 2088, 2090, 2095 del expediente administrativo). ---------------------------------------------------------------------------------------

K) Recurso de apelación del licenciado Hicer Linkemer Bedoya (Oferta 109): Alega que le fue otorgada una calificación de 82 puntos, cuando debió de ser de 94 puntos, en virtud de que no le otorgaron los 3 puntos correspondientes a la oficina en San José, los 5 puntos por tener acceso a Internet y 4 puntos por el vehículo. Agrega que los 5 puntos que le concedieron por la experiencia al licenciado Ignacio Herrero Knohr (oferta 168) no le corresponden. Por su parte, la Administración aduce que lleva razón el apelante en sus alegatos y en la prueba ofrecida, razón por la cual en lugar de 82 puntos efectivamente le corresponden 94 puntos. Criterio para resolver: En vista del allanamiento que realiza la Administración y de que este Despacho tiene por cierto los alegatos planteados por el apelante, se procede a declarar con lugar el recurso presentado, por lo que su calificación pasaría de 82 a 94 puntos. En el recurso se fundamentó adecuadamente lo alegado, y tomando en cuenta que en el expediente administrativo se encuentra la documentación probatoria en lo que corresponde a los rubros de oficina en San José, acceso  a Internet y  vehículo —lo cual además fue debidamente acreditado en el escrito de presentación del recurso que nos ocupa—, se encuentra razón en lo alegado. (Ver folios 6534, 6617 al 6624, 6628, 6629, 6635 del expediente administrativo). Por otra parte, en relación con lo alegado en contra de la oferta Nº 168 correspondiente al licenciado Ignacio Herrero Knohr, observa este Despacho que la calificación que se impugna fue establecida desde la primera adjudicación, y no se apeló de manera oportuna, razón por la cual, independientemente de que lleve o no razón, es un asunto que actualmente se encuentra precluido. -----------------------------------------------------------------------------------------------------------

L) Recurso de apelación de la licenciada María Gabriela Cañas Ruiz (Oferta 17): Alega que presentó toda la documentación y la declaración jurada en lo relacionado con el rubro de recursos materiales y humanos, por lo que originalmente le asignaron los 25 puntos correspondientes, en la recalificación le quitaron esos 25 puntos por cuanto el INVU alegó que su declaración jurada se encontraba vencida y no le previnieron aportar una nueva. En virtud de lo cual, su calificación sería de 92 en lugar de 67 puntos. Por su parte, la Administración aduce entre otras cosas que la declaración jurada tiene más de tres meses, por lo que no se le tomó en cuenta. Criterio para resolver: En la especie, de lo que se trata es de una disminución de puntaje por cuanto una acreditación de información se encontraba vencida. En este caso, este Despacho concuerda con la apelante de que los aspectos que le fueron dejados de considerar en la calificación se trataban de información que era subsanable, toda vez que desde un inicio presentó correctamente la documentación requerida y dentro del plazo de los tres meses con respecto a la fecha de apertura de ofertas, por lo que lo correcto era que la Administración a la hora de valorar nuevamente las ofertas para efectos de readjudicación, le realizara una prevención completa y no limitada a la presentación de cierta documentación y a la ampliación de la vigencia únicamente de la oferta y garantía de participación (Ver hecho probado Nº 3).En consecuencia, sobre este particular se declara con lugar el recurso presentado y su calificación pasaría de 67 a 92 puntos. (Ver anexos 13 y 15 en su oferta). 
M) Recurso de apelación del licenciado Alfredo Monge Rojas (Oferta 160): Alega que indebidamente el INVU le concedió una calificación final de 85 puntos, cuando debieron de ser 91 puntos, ya que debe reconocérsele los 4 puntos del vehículo (así se determinó en la R-DCA-157-2007), y 2 puntos por el mensajero, el cual ofreció desde el principio y vía prevención comprobó el nexo aportando un contrato de servicios profesionales. Agrega que a varias ofertas (82, 168, 169 y 188) el INVU les mantuvo la calificación, a pesar de que el INVU reconoció ante la CGR errores en las mismas. Si se hubiesen practicado las correcciones del caso las calificaciones de las ofertas 82, 168, 169 y 188 serían de 82, 91, 85, y 98, respectivamente. Las ofertas 4, 30, 42, 68, 73, 111, 135, 165, 185, 188 deben ser declaradas inadmisibles debido a que las certificaciones de la DNN no cumplen con el numeral cartelario 6.b.3. Por su parte, la Administración aduce que efectivamente el apelante presentó la documentación pertinente con respecto al vehículo y al mensajero, y no se le asignaron los 4 puntos del vehículo, por lo que su calificación pasaría de 85 a 89 puntos, y ya se le habían asignado los 2 puntos del mensajero, lo que ocurrió es que en el documento pertinente en dicho apartado se consignó 0%, no obstante la sumatoria total si incluye esos 2 puntos. Con respecto a lo alegado en contra de las ofertas 4, 30, 42, 68, 73, 82, 111, 135, 165, 168, 169, 185, y 188, omiten referirse al mismo por cuanto el apelante apenas llegaría a 89 puntos, no alcanzo la nota mínima del último adjudicatario. Criterio para resolver:  En primera instancia y en vista del allanamiento que realiza la Administración y de que este Despacho tiene por cierto los alegatos planteados por el apelante, se procede a declarar con lugar el recurso presentado en relación con la acreditación de los cuatro  puntos correspondientes al vehículo, por haber acreditado efectivamente el “nexo” que exigía el cartel,  en relación con los dos puntos del mensajero, se tiene por demostrado que, aunque en la casilla particular se acredita una calificación de cero puntos, en el puntaje final ya esos puntos si fueron sumados, por lo que se entendería que existió un error de la Administración que no afecta la calificación final del aquí apelante en lo que corresponde a este rubro (Ver hecho probado 4). De conformidad con lo anterior, se declara parcialmente con lugar el recurso en relación con estos dos aspectos alegados, siendo su calificación de 89 puntos. Con respecto a lo señalado en relación con otras ofertas, es claro que para no ubicarse en una situación en donde se declare una nulidad por la nulidad misma, un apelante que presente inconformidades con los razonamientos de la Administración, a efectos de acreditar su legitimación, debe justificar cómo de llevar razón su posición, su oferta resultaría readjudicataria. En este caso esa situación no se da, toda vez que su calificación máxima obtenida es de 89 puntos, no alcanzando el puntaje obtenido por el último adjudicatario, tal y como quedó acreditado en las dos resoluciones anteriores emitidas por este Despacho, R-DCA-157-2007 y R-DCA-330-2007, por lo tanto, se omite mayor pronunciamiento sobre lo planteado. ----------------------------------------------------------------------------
N) Recurso de apelación de la licenciada Silvia María Villalobos Morera (Oferta 161): Alega que el INVU le otorgó 91 puntos de calificación la cual comparte. No obstante, estima que otras ofertas fueron indebidamente calificadas, y por ende se harían acreedoras de notas inferiores a la de ella. Las ofertas 82, 168, 169, y 188 mantuvieron su calificación, a pesar de que en sede de la CGR el INVU admitió errores en esas calificaciones, sus calificaciones debieron ser de 82, 91, 85 y 98 respectivamente. Las ofertas 4, 30, 42, 68, 73, 111, 135, 165, 185, 188 deben ser declaradas inadmisibles debido a que las certificaciones de la DNN no cumplen con el numeral cartelario 6.b.3. Por su parte, la Administración aduce que ya el asunto está precluido, en virtud de que la apelante debió de alegar en contra de esas otras ofertas desde la primera oportunidad y no lo hizo. Criterio para resolver: El recurso presentado no tiene como fin lograr un mayor puntaje, sino, se alega en contra de otras ofertas, por lo que su legitimación está centrada en descartar otras ofertas con la finalidad de que se les disminuya su puntaje final, lo que impediría su readjudicación y así poder ingresar con la calificación que le fue asignada, misma que acepta. Con respecto a lo señalado en relación con otras ofertas, es claro que para no ubicarse en una situación en donde se declare una nulidad por la nulidad misma, un apelante que presente inconformidades con los razonamientos de la Administración, a efectos de demostrar su legitimación, debe justificar cómo de llevar razón su posición, su oferta resultaría readjudicataria, situación que no se observa en este caso. A mayor abundamiento, tenemos que lo alegado contra esas ofertas, independientemente de que lleve o no razón la apelante, debió impugnarse en el momento procesal oportuno, y al no hacerlo ha operado el instituto de la preclusión procesal, tal y como lo afirma la Administración licitante. (Ver hecho probado Nº 4). Por ello se declara sin lugar el recurso presentado. -----------------------------------------
O) Recurso de apelación de la licenciada María del Rosario Morera Alfaro (Oferta 163): Alega que el INVU le otorgó 87 puntos de calificación. No obstante, considera que el INVU debió de estudiar nuevamente todas las ofertas y no solamente las que apelaron; el estudio realizado en la etapa de revaloración de ofertas fue parcial; el criterio técnico que sirvió para readjudicar no fue elaborado por la Comisión Evaluadora de las Ofertas; y la Comisión Evaluadora no realizó la fase de admisibilidad, razón por la cual las ofertas 4, 30, 42, 68, 73, 111, 135, 165, 185, 188 deben ser declaradas inadmisibles debido a que las certificaciones de la DNN no cumplen con el numeral cartelario 6.b.3. Por su parte, la Administración aduce que ya el asunto está precluido, en virtud de que la apelante debió de alegar en contra de esas otras ofertas desde la primera oportunidad y no lo hizo. Criterio para resolver: En virtud de que esta apelación versa sobre los mismos alegatos planteados por la anterior recurrente, licenciada Silvia María Villalobos Morera, este Despacho reitera los argumentos esbozados en el punto anterior, en consecuencia se declara sin lugar el recurso. A mayor abundamiento, se destaca que la apelante obtuvo una calificación de 87 puntos, la cual acepta, puntaje inferior al mínimo adquirido por el último adjudicatario, por lo que carece de legitimación, de conformidad con lo ya dispuesto en las resoluciones R-DCA-157-2007 y R-DCA-330-2007. -----------------------------------------------------------------------------------------------------------
P) Recurso de apelación del licenciado Freddy Enrique Salazar Quirós (Oferta 169): Alega que resultó readjudicatario con 92 puntos, pero su calificación debió de ser de 96 puntos, en virtud de que se le debió de reconocer el vehículo. Con la oferta original ofreció el vehículo placas 237066 el cual estaba a nombre de su esposa, presentó la certificación matrimonial y una constancia de ella para su utilización. Posteriormente, vía prevención indicó que ese vehículo fue vendido y que él adquirió otro de Cintia María Alvarado Rojas, placas 412654, el cual no se encontraba inscrito en el Registro Público y presenta la escritura de venta correspondiente. Por su parte, la Administración aduce que la escritura de compra venta no estaba inscrita al momento de aportarla, razón por la cual es inválida por el principio de publicidad registral. Solicitan rechazar el recurso. Criterio para resolver: Confunde la Administración licitante la exigencia cartelaria, toda vez que como ya se ha indicado, el cartel en el punto 11 e) de los factores  de evaluación lo que pidió fue una demostración de un “nexo”, no que el vehiculo mantuviera una relación de titularidad y publicidad registral, lo cual, de haber sido así se considera exagerado y desproporcionado, toda vez que el objeto de la presente licitación no es directamente la prestación de servicios de transporte, sino un servicio profesional. Para el caso en particular, no solo se demostró la disponibilidad del vehículo ofrecido inicialmente, sino que quedó acreditado que el mismo era de su esposa. La venta posterior del vehículo, placas 237066, por sí no tiene la virtud de excluir una oferta, pues eso implicaría generar una especie de inmovilización del bien, lo cual es contrario a la libre disposición de bienes en el régimen civil. Lo que sí era obligatorio era mantener su condición, lo cual efectivamente ocurrió con el señalamiento de disponibilidad de un nuevo automotor, sea el placas 412654, mismo que, aunque no tiene inscripción registral, en nada afecta la condición y disponibilidad sustancial como bien, al tenor de los atributos del dominio señalados en el artículo 264 del Código Civil. En el anterior sentido, considera este Despacho que lleva razón el apelante en cuanto que si demostró esa relación o “nexo” ante la Administración, por lo que en Derecho lo que corresponde es que se le acrediten los puntos alegados en su  calificación final, pasando de 92 a 96 puntos, por ello se declara con lugar el recurso presentado. (Ver folios 894, 895, 900, 902 y 903 del tomo 3 de readjudicación). ----------------------------------------------------------------------------------------------------
Q) Recurso de apelación del licenciado Oscar Eduardo Gómez Ulloa (Oferta 55): Alega que obtuvo 91 puntos, cuando lo correcto eran 98 puntos, en vista de que vía prevención aportó las calidades de su secretaria y mensajero, los cuales se ofrecieron desde la oferta original, y declaraciones juradas de ellos al efecto. Señala que las ofertas 4, 68, 73, 110, 134, 150, 165, 168, 173, 194 fueron mal calificadas. Por su parte, la Administración aduce que lleva razón el apelante en sus manifestaciones, razón por la cual efectivamente le corresponden los 98 puntos, no obstante que anteriormente no se le habían reconocido esos puntos, por haber aportado prueba autenticada por Abogado y no por Notario. Criterio para resolver: Aquí se encuentra por parte de este Despacho un trato desigual por parte de la Administración sobre el mismo tema. Si se revisa de la respuesta de la Administración, en el caso del apelante Juan Luis Vargas Vargas —y a pesar de que este Despacho no avaló esa posición según se puede leer supra— se mantuvo en que la acreditación mantenía un defecto por no haber sido emitido por un notario público. Ahora, para este caso, la Administración modifica lo señalado por parte de la Comisión Evaluadora del caso y se admite la tesis del apelante. Ante tal situación y además considerando que sobre el fondo este Despacho ya se pronunció sobre un caso semejante, se declara con lugar este extremo y se acoge el allanamiento realizado por la Administración, en este caso su calificación pasaría de 91 a 98 puntos. (Ver hecho probado Nº 4). Con respecto a las impugnaciones en contra de las otras ofertas,  es preciso reiterar el criterio emitido por este Despacho, líneas arriba, en el sentido de que tales aspectos debieron ser apelados en el momento procesal oportuno, y por ende, se encuentran precluidos, por lo que sobre este extremo se declara sin lugar el recurso. -------------------------------------------------------------------
R) Recurso de apelación del licenciado Farid Breedy González (Oferta 138): Alega que debió de obtener los 100 puntos de calificación, ya que no le reconocieron los 5 puntos del rubro suspensión, los 5 puntos por acceso a Internet, los 5 puntos de la secretaria, los 3 puntos del fax, los 4 puntos del vehículo y los 2 puntos del mensajero. Por su parte, la Administración aduce que efectivamente el apelante aportó la documentación pertinente a excepción del contrato del mensajero, razón por la cual su calificación pasaría a 98 puntos, no correspondiéndole los 2 puntos del mensajero. Criterio para resolver: En vista del allanamiento que realiza la Administración y de que este Despacho tiene por cierto los alegatos planteados por el apelante, se procede a declarar parcialmente con lugar el recurso presentado, en lo que corresponde a los rubros de no haber sido suspendido, acceso a Internet, secretaria, fax y vehículo. Lo anterior por cuanto se concede razón a la Administración, en ese sentido se declara sin lugar el recurso en lo que corresponde al mensajero en donde no solo se omite la demostración del vínculo con el mensajero, sino que en el recurso presentado ante esta sede, lo único que se señala es que “El mensajero no es empleado mío directo”, lo cual es insuficiente para fundamentar un alegato como el que se trata y además, lejos de lo requerido por el cartel. En consecuencia, su calificación pasaría de 77 a 98 puntos. (Ver folios 1147, 3396 del expediente administrativo, 310 al 319 del tomo 1 prevenciones)-------------------------
S) Recurso de apelación de la licenciada María Adilia Salas Bolaños (Oferta 76): Alega que el INVU indebidamente le concedió 36 puntos, cuando debieron ser 96 puntos, toda vez que no le reconocieron los 55 puntos por la experiencia general (más de 5 años), y los 5 puntos por no haber sido suspendida, no obstante de que presentó las certificaciones correspondientes. Por su parte, la Administración aduce que efectivamente la apelante  aportó la prueba correspondiente, y por ende le corresponden 96 puntos. Criterio para resolver: En vista del allanamiento que realiza la Administración y de que este Despacho tiene por cierto los alegatos planteados por la apelante, se procede a declarar con lugar el recurso presentado, por lo que su calificación pasaría de 36 a 96 puntos. (Ver folios 475, 477 del tomo 2 de readjudicación). Se llama la atención a esa Administración para que en el futuro sea más cuidadosa de situaciones como las que se presentan en este y en otros casos donde se producen allanamientos, que más que dar razón a los apelantes, lo que se deja en evidencia es una falta de cuidado en la tramitación y estudio de las ofertas y sus atestados. Lo anterior, implica la necesidad de que se establezcan medidas de control necesarias y suficientes para que situaciones como estas se minimicen y que de esa forma se evite tener que recurrir a una vía como la presente a corregir errores gruesos como lo representa este caso y otros que, aunque no tan evidente, reitera el supuesto comentado.-------------------------------------------------
T) Recurso de apelación del licenciado Luis Humberto Barahona de León (Oferta 77): Alega que el INVU indebidamente le concedió 83 puntos, cuando debieron ser 92 puntos, toda vez que no le reconocieron los 4 puntos por el vehículo, y los 5 puntos por la secretaria, cuando desde la oferta original indicó el vehículo ofrecido, el nombre de la secretaria, aportando la certificación registral y de planillas. Por su parte, la Administración aduce que efectivamente la apelante aportó la prueba correspondiente, y por ende le corresponden 92 puntos. Criterio para resolver: En vista del allanamiento que realiza la Administración y de que este Despacho tiene por cierto los alegatos planteados por la apelante, se procede a declarar con lugar el recurso presentado, por lo que su calificación pasaría de 83 a 92 puntos. (Ver folios 4611, 4673 del expediente administrativo, 489 al 496 del tomo 2 prevenciones).------------------------------------------------------------------------------------
U) Recurso de apelación de la licenciada Andreína Vincenzi Guilá (Oferta 136): Alega que le  restaron indebidamente 4 puntos por el vehículo, 5 puntos por la secretaria, y 2 puntos por el mensajero. Desde su oferta original presentó declaración jurada de que cuenta con vehículo propio (aportó certificación registral), secretaria y mensajero. Por su parte, la Administración aduce que efectivamente la apelante aportó la documentación pertinente, y por ende su calificación pasaría de 81 puntos a 92 puntos. Criterio para resolver: En vista del allanamiento que realiza la Administración y de que este Despacho tiene por cierto los alegatos planteados por la apelante, se procede a declarar con lugar el recurso presentado, su calificación pasaría de 81 a 92 puntos.(Ver folios 8300 del expediente administrativo, 641 al 684 del tomo 3 de readjudicación).-------------------

Nota de oficio: En función de la cantidad de partes involucradas en el presente recurso de apelación, se procederá a notificar solo el POR TANTO de la presente resolución, quedando a disposición de las partes la redacción íntegra de la misma para que pueda ser retirada en este Despacho sin costo alguno.---------------------------------------------------------------------------------------
POR TANTO

De conformidad con lo expuesto y lo dispuesto en los artículos 182, 183 y 184 de la Constitución Política; 28, 30, 34 y 37, inciso 3), de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República; 4, 5, 85 y 86 de la Ley de Contratación Administrativa; 2, 174, 180.a y b, 182, 183, y 184 de su Reglamento, se resuelve: 1) Declarar con lugar los siguientes recursos: Ana Victoria Sánchez Villalobos, Sandra María Monge Rodríguez, Sara María Barrantes Hernández, Horacio Montealegre Montealegre, José Rafael Vargas Zúñiga, Carlos Eduardo Quesada Hernández, Mario Rojas Barrantes, Hicer Linkemer Bedoya, María Gabriela Cañas Ruiz, Freddy Enrique Salazar Quirós, María Adilia Salas Bolaños, Luis Humberto Barahona de León, y Andreína Vincenzi Guilá. 2) Se declaran parcialmente con lugar los siguientes recursos: Jenaro Sánchez Arias, Alfredo Monge Rojas, Juan Luis Vargas Vargas, Oscar Eduardo Gómez Ulloa y Farid Breedy González. 3) Se declaran sin lugar los siguientes recursos: Ana Gabriela Moya Salas, Silvia María Villalobos Morera y María del Rosario Morera Alfaro.  Todo lo anterior en relación con el en contra del acto de adjudicación de la Licitación Pública 32-05, promovida por el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo (INVU), contratación de servicios de Notariado externo, de cuantía inestimable, acto el cual se anula solamente en lo dicho y en resto se confirma. 4) En función de la cantidad de partes involucradas en el presente recurso de apelación, se procederá a notificar solo el POR TANTO de la presente resolución, quedando a disposición de las partes la redacción íntegra de la misma para que pueda ser retirada en este Despacho sin costo alguno. 5) De conformidad con el artículo 90 de la Ley de Contratación Administrativa se da por agotada la vía administrativa. ------------------------------------------------------
NOTIFIQUESE---------------------------------------------------------------------------------------------------

Lic. Carlos Andrés Arguedas Vargas.
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